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        CONSEJO REGIONAL 

         ECONOMIA SOCIAL


Expediente AR-15/2013
LAUDO  que dicta el Árbitro D. José Francisco Duchel Rubio en el procedimiento de arbitraje en equidad promovido por D. XXXXX contra la entidad mercantil XXXXX sobre impugnación de acuerdo de la Asamblea General de fecha 22 de agosto de 2013.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Con fecha 6 de noviembre de 2013 se dirigió al Consejo Regional  de Economía Social de Castilla-La Mancha solicitud de arbitraje suscrita por  D. XXXXX de la que, como pretensión principal, se deducía la impugnación del acuerdo de la Asamblea General de fecha 22 de agosto de 2013 de la cooperativa XXXXX, referente a la liquidación de aportaciones efectuada por el Consejo Rector de la referida entidad como consecuencia de la baja del demandante como socio. 

La documentación que se adjuntaba con la demanda, una vez admitida como prueba, ha sido objeto de estudio a la hora de dictar el presente Laudo.

SEGUNDO: Una vez admitida a trámite la solicitud de arbitraje, se dio traslado de la misma para su contestación a la cooperativa que nos ocupa, lo que tuvo lugar con fecha 13 de diciembre de 2013, en tiempo y forma, mediante escrito en el que se recogían las alegaciones que a su derecho convenían y en el que se adjuntaba asimismo diversa documentación que también ha sido admitida como prueba.

TERCERO: En fecha 22 de enero de 2015 las partes comparecieron en la sede de los Servicios Periféricos de la Consejería de Empleo y Economía en Cuenca, previa convocatoria, con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa.


Compareció la esposa del demandante de arbitraje, Dña. XXXXX, en virtud de poder otorgado por D. XXXXX el 15 de enero de 2015 ante el notario de Valencia D. XXXXX, con el número XXX de su protocolo; lo hizo asistida por el Letrado D. XXXXX, adscrito al Ilustre Colegio de Abogados de Valencia con el número XXX. Por parte de la cooperativa compareció el Letrado D. XXXXX, cuya representación ya constaba acreditada en el expediente arbitral. 


El referido acto dio comienzo sondeando la posibilidad de que ambas partes lograran una solución de mutuo acuerdo al litigio que nos ocupa, para lo cual cada una de ellas realizó su correspondiente propuesta: por parte del solicitante de arbitraje se ofreció la posibilidad de renunciar al valor de sus aportaciones obligatorias al capital social, oferta que, sin embargo, rechazó en principio la entidad cooperativa; por parte de ésta se propuso que el demandante volviera a aportar a la cooperativa la uva de su explotación agrícola, momento a partir del cual no se reclamaría cantidad alguna como consecuencia del resultado negativo de la liquidación que se impugna. Ambas partes acordaron estudiar las propuestas de una y otra con el compromiso de que, si finalmente se alcanzaba un acuerdo, lo harían llegar a la Comisión de Arbitraje y Conciliación para la inclusión de sus términos en el Laudo que pusiera fin al presente procedimiento. No obstante, al día de la fecha no hay constancia de que se haya alcanzado el mutuo acuerdo pretendido, por lo que se hace necesario resolver sin más dilación mediante Laudo el presente litigio para cumplir con los plazos que vienen establecidos en el artículo 28 del Decreto72/2006, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social.


Por otra parte, también en la vista celebrada el pasado día 22 de enero se procedió por ambas partes a ratificar íntegramente el contenido tanto de la solicitud de arbitraje como el de su contestación, respectivamente.      

CUARTO: En relación con los medios de prueba propuestos por los litigantes, se admitieron y se consideraron pertinentes todos los documentos que acompañaban tanto a la solicitud de arbitraje como a su contestación, sin que el Árbitro haya considerado necesaria la práctica de algún otro medio de prueba adicional.   

QUINTO: Respecto del preceptivo trámite de conclusiones, al amparo de las facultades que el artículo 26 del Decreto 72/2006 confiere al Árbitro, se acordó su celebración de forma simultánea con la vista para fijar los términos de la cuestión litigiosa, no existiendo oposición al respecto por ninguna de las partes en el procedimiento. La mencionada unificación de fases encuentra fundamento en la consecución de los principios de economía procesal, agilidad e igualdad entre las partes que presiden los procedimientos arbitrales. 


En relación con lo anterior, tanto el solicitante de arbitraje como la entidad cooperativa solicitaron que se consideraran como conclusiones definitivas las recogidas en los distintos escritos que forman parte del expediente, así como las manifestadas durante la celebración de la vista preliminar.  

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: El presente procedimiento arbitral se encuadra dentro de la previsión del artículo 167 de la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que establece esta solución para los conflictos que surjan entre los socios y la cooperativa a la que pertenezcan.


Más concretamente, el Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, reconoce en su artículo 3.1.a) legitimación activa para intervenir en procedimientos arbitrales a quienes estén en posesión de la condición de socio de una cooperativa o sociedad laboral castellano-manchega, tal y como sucede en el presente caso.

Por último, la Disposición Final de los estatutos de la entidad cooperativa que nos ocupa somete a mediación, arbitraje y conciliación las discrepancias o controversias que puedan surgir entre los socios y la propia cooperativa.

SEGUNDO: Respecto del arbitraje en equidad, que es el que expresamente ha solicitado el reclamante y admitido a trámite la Comisión de Arbitraje, hay que indicar que, obviamente, siendo su objetivo buscar una posible solución al conflicto existente entre las partes, persigue en última instancia la consecución de una concreta justicia material más que la aplicación estricta y literal de las normas jurídicas. De tal forma, lo que se persigue con esta modalidad de arbitraje es mejorar la aplicación rígida y dogmática de la ley, sobre todo en aquellos casos en los que ésta no sirve para resolver la esencia del conflicto atendiendo a todas las circunstancias que en el mismo pudieran concurrir. Las normas jurídicas no son perfectas ni completas, lo que supone que sea necesario en ocasiones suplir esa imperfección a través de la idea de equidad, criterio con el que se puede completar la ley en aquellos supuestos concretos y muy particulares en los que el derecho no es capaz de regular una determinada situación, de lo que ineludiblemente deriva que también esta modalidad de arbitraje debe estar presidida en última instancia por el principio de legalidad, al requerir un análisis previo del derecho positivo con objeto de que, una vez interpretada la propia norma jurídica, se pueda alcanzar una solución al litigio a través de una decisión que no esté tomada exclusivamente en conciencia o movida por convicciones meramente subjetivas o morales, sino que parta de lo que podríamos denominar “espíritu de la ley”.


De la última reflexión recogida en el párrafo precedente se concluye que el árbitro en equidad ostenta una limitada facultad para apartarse de la regla impuesta por el derecho. No es posible dejar a un lado de forma absoluta la aplicación de las disposiciones del ordenamiento positivo toda vez que siempre tutelan intereses de carácter colectivo que es necesario preservar. De hecho incluso en la misma solicitud de arbitraje por la que se inicia el presente procedimiento arbitral, pese a reclamar que el mismo sea en equidad, existe en el cuerpo de la misma un epígrafe denominado “Fundamentos de Derecho” en el que, de forma expresa, se citan distintos preceptos tanto de la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, como de los Estatutos Sociales de la entidad cooperativa demandada. Por tanto, si las mismas partes en litigio citan y solicitan la aplicación de determinados textos de carácter normativo, obviamente el árbitro no puede dictar el Laudo atendiendo exclusivamente a un criterio enteramente personal, sino que deberá tener en cuenta lo que indique la justicia material que deriva de la propia aplicación de las normas jurídicas.

TERCERO: Teniendo en cuenta que en la contestación a la demanda se platea una cuestión de carácter previo, su análisis y estudio debe necesariamente hacerse antes de entrar a conocer el fondo del asunto. Ello es así debido a que, si finalmente es estimada, supondría la imposibilidad de entrar a analizar el fondo de la controversia que nos ocupa.


Aunque en la contestación no se menciona de forma expresa la denominación de la cuestión de previo pronunciamiento que se alega, del contenido del Antecedente de Hecho Primero se deduce que la misma podría encuadrarse bajo el título “DEFECTO LEGAL EN EL MODO DE PROPONER LA SOLICITUD DE ARBITRAJE”.

En primer lugar hay que decir que la cuestión planteada debe tener en este tipo de procedimientos, en los que no es preceptivo comparecer asistido por un asesor, un carácter restrictivo en su apreciación, debiendo limitarse a aquellos supuestos en los que fuera imposible saber lo que realmente se está pidiendo, es decir, a aquellas situaciones en las que a la parte demandada le resulte imposible conocer lo que se alega en su contra y defenderse de ello. El artículo 17 del Decreto 72/2006 no hay que entenderlo de forma dogmática, sino que basta con que en la solicitud de arbitraje se ponga de relieve, aunque sea de forma poco concreta, lo que se reclama y por quién se reclama. Se alcanzarían con ello dos importantes logros: en primer lugar, se conseguiría evitar, en la medida de lo posible, un excesivo formalismo que en nada favorece la resolución de los conflictos sometidos a arbitraje y, en segundo lugar, le daríamos todo su sentido material al trámite regulado en el artículo 22 del Decreto 72/2006 relativo a la comparecencia de las partes para fijar los términos de la cuestión litigiosa. En cualquier caso es preciso insistir en que este criterio antiformalista en favor de la acción interpuesta no es ilimitado, no pudiéndose aplicar en aquellos supuestos en los que sea imposible conocer lo que se reclama, quién lo reclama o no se identifique correctamente a la persona contra la que se interpone la reclamación.

El defecto de que adolece la solicitud de arbitraje, según la entidad cooperativa, es que no se impugna el acuerdo en concreto de la Asamblea General invocando la nulidad o anulabilidad cometida, siendo ello necesario al ser distintos los efectos y causas de uno u otro motivo. En este sentido añade que en el “suplico” tan sólo se efectúa una mera acción declarativa que no puede caber si con carácter previo no se declara la nulidad o anulabilidad del acuerdo que se impugna. 

Las reflexiones anteriormente apuntadas son aplicables a la hora de analizar este motivo de oposición. Tal y como se ha indicado, en este tipo de procedimientos sólo deben tenerse en cuenta los defectos de forma en aquellos supuestos en los que la parte demandada se vea imposibilitada a la hora de conocer lo que se le reclama y poder alegar en contrario lo que a su derecho pudiera convenir. Partiendo de esa base, precisamente el Decreto 72/2006 prevé un trámite posterior en el que se deben concretar de forma definitiva los términos de la cuestión litigiosa, entre los que sin duda puede incluirse el apuntado por la cooperativa. En relación con lo anterior, hay que decir que tanto de la solicitud de arbitraje como del resto de documentos se deduce claramente cuál es la pretensión perseguida. Así, de forma muy detallada, en el epígrafe de la solicitud bajo el título “OBJETO DE LA CONTROVERSIA” se hace un repaso –con indicación de fechas concretas- de los acontecimientos que han precedido y motivado la reclamación de arbitraje que nos ocupa, añadiendo de forma literal el apartado “SOLICITUD” que “considerando que la baja voluntaria del socio XXXXX debe tener la consideración de justificada, frente al criterio de la Asamblea General y Consejo Rector que la consideran injustificada, y por lo tanto debe considerarse también no ajustada la liquidación que se le exige al socio por parte de la Cooperativa (…)”. De frases como las entrecomilladas se deduce con claridad el objeto de la controversia y el o los acuerdos que son objeto de impugnación, siendo difícil que la cooperativa pueda alegar indefensión alguna por el simple hecho de que no se especifique si lo que se solicita es la nulidad o la anulabilidad del acto impugnado. 

Los requisitos de claridad y precisión en la solicitud deben tener como finalidad, entre otras, que se decida con certeza y seguridad sobre la reclamación interesada, de tal manera que esa decisión sea adecuada y congruente con el debate sostenido. Pero para ello es suficiente con que se indiquen o consten los hechos de forma sucinta o aproximada (lo suficiente como para no colocar a la parte contraria en franca situación de indefensión), ya que, en este tipo de procedimientos, es realmente en un trámite posterior en donde sí que es necesario ya determinar con exactitud el objeto real de la pretensión. 


Por tanto, puede concluirse que no existe motivo suficiente para estimar la cuestión previa consistente en la existencia de defectos formales en el escrito de iniciación del presente procedimiento.

CUARTO: Centrándonos a partir de este momento en el fondo de la controversia, una vez celebrada la vista del pasado día 22 de enero de 2015, quedaron fijados los términos de la cuestión litigiosa en el sentido que se indica: existe una discrepancia en relación con la calificación como injustificada de la baja voluntaria solicitada por el socio reclamante de arbitraje y, como consecuencia de ello, también con en el contenido de la liquidación de sus participaciones obligatorias practicada por el Consejo Rector, la cual deriva precisamente de esa previa calificación.  


El artículo 28.4 de la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, establece de forma expresa que deberán considerarse bajas no justificadas aquellas “que se soliciten dentro del período mínimo de permanencia, (…), salvo que el órgano de administración, atendiendo a las circunstancias del caso, acordase motivadamente lo contrario”; en este mismo sentido se pronuncia el artículo 13.2 de los Estatutos Sociales. Por tanto, dos son los datos que es necesario confirmar a la hora de fiscalizar si la baja voluntaria solicitada tenía o no justificación, a saber: por un lado, si se ha respetado o no el período mínimo de permanencia y, por otro, si el órgano de administración pudo haber acordado de forma motivada que la baja era justificada atendiendo a las circunstancias del caso. No obstante, también merece un especial análisis un tercer dato o elemento, como lo es si el solicitante de arbitraje mostró su necesaria disconformidad en tiempo y forma con la calificación como baja no justificada. 

Respecto del incumplimiento del plazo de permanencia alegado por la cooperativa, consta en la documentación que forma parte del expediente arbitral –concretamente en el documento nº 10 de los que acompañan a la contestación- un certificado en el que se afirma que, mediante acuerdo de la Asamblea General Extraordinaria de 3 de mayo de 2009, se estableció “un nuevo compromiso de permanencia para los socios” ante la necesidad de asegurar su participación en la actividad de la cooperativa durante cinco años más. Asimismo, en ese mismo certificado se hace constar expresamente que se reiteró en la citada asamblea en varias ocasiones las consecuencias que implicaba el establecimiento de ese nuevo compromiso de permanencia, así como el derecho que le asistía a cada socio a solicitar su baja voluntaria en un plazo de veinte días a partir de la adopción o notificación del referido acuerdo, supuesto en el que la misma tendría carácter de justificada.

Tiene razón la cooperativa cuando afirma que la afectación a todos los socios del compromiso de permanencia citado anteriormente es independiente del acuerdo de ampliación del capital social a través de aportaciones voluntarias con el que el solicitante de arbitraje lo relaciona. Éste último se produjo en la Asamblea General de 26 de febrero 2009, para lo que asimismo se decidió solicitar financiación a la Caja Rural y a la Junta de Comunidades a través de distintas líneas de ayuda que por aquél entonces se encontraban abiertas. No obstante, el que un determinado socio no accediera a participar con nuevas aportaciones en la ampliación de capital que nos ocupa, no significa que no quedara vinculado por el nuevo periodo de permanencia acordado en la Asamblea de 3 de mayo de ese mismo año 2009, mucho más si en el plazo de veinte días antes visto no se manifestaba oposición alguna. Por tanto, si la baja voluntaria se solicitó con fecha 22 de mayo de 2012 y, atendiendo a la documentación que obra en el expediente, el socio estaba afectado por un nuevo compromiso de permanencia que concluía el 3 de mayo de 2014, objetivamente el mismo no había transcurrido cuando comunicó su baja voluntaria.

No obstante lo anterior, también es cierto que el propio artículo 28 de la Ley 11/2010 no establece como consecuencia automática para todos los supuestos en los que se solicita la baja voluntaria sin respetar el compromiso de permanencia que la misma tenga que ser calificada como injustificada. De hecho, se prevé que el órgano de administración pueda acordar motivadamente lo contrario, atendiendo a las circunstancias de cada caso. Precisamente, en el supuesto que nos ocupa podrían concurrir razones más que suficientes para que el Consejo Rector hubiese resuelto en un sentido distinto al reflejado en su acuerdo de 7 de junio de 2012, pero no sólo no lo hizo, sino que el solicitante de arbitraje tampoco se opuso en tiempo y forma a esa previa calificación como baja no justificada que efectuó el Consejo Rector de la cooperativa, convirtiéndose la misma por el mero transcurso del tiempo en una decisión absolutamente firme, inatacable y, en consecuencia, no revisable.

Conviene recordar en este momento que fue el Tribunal Supremo en Sentencia –entre otras- de 5 de Julio de 1957 el que afirmó que  la caducidad responde, de forma escrupulosa, a la necesidad de dar seguridad al tráfico jurídico. Dicho de otro modo, el efecto inmediato que se persigue con esta figura, que no es otro que la convalidación de los acuerdos por el transcurso del plazo de impugnación, descansa en la conveniencia de facilitar la certeza en las relaciones jurídicas de todo tipo, con el fin de evitar la perturbación tardía de las decisiones tomadas.


En relación con lo anterior, es evidente que las posibilidades de impugnación de acuerdos que contempla la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, no pueden persistir indefinidamente. Tal y como hemos comentado, es necesario poner término a las  situaciones de incertidumbre en el  ejercicio de los derechos, sobre todo porque en no pocas ocasiones nos encontramos ante situaciones que hacen presumir el abandono de esas facultades por parte de su titular (es esta última la razón que impide entrar a valorar un determinado recurso si el plazo de caducidad para su interposición se hubiera sobrepasado). Por tanto, la inactividad o falta de ejercicio del derecho o de la acción de que se trate dentro del plazo concedido podría considerarse contrario al interés social, sobre todo si de ello extrae algún beneficio quien precisamente no hace ejercicio de esas facultades en el momento oportuno. De ese modo lo que se procura evitar es la generación de situaciones de una clara y prolongada inseguridad jurídica. 
Tal y como se desprende de la propia Ley 11/2010, y más concretamente de su artículo 68, los plazos dispuestos lo son siempre de caducidad. De tal forma, centrándonos en el supuesto que nos ocupa y una vez analizado el contenido de la solicitud de arbitraje y el resto de documentos que la acompañan, se infiere que el acuerdo del Consejo Rector en el que se calificaba la baja voluntaria como no justificada y en el que, además, se enunciaban los diferentes conceptos que formarían parte de la futura liquidación de aportaciones sociales, no fue en ningún momento objeto de impugnación ni oposición alguna por parte del socio. Éste sólo mostró su disconformidad una vez que se le notificó un posterior acuerdo del Consejo Rector de fecha 23  de mayo de 2013, en el que se procedía a la cuantificación de los conceptos que previamente habían sido apuntados en el acuerdo de fecha 7 de junio de 2012. 

El procedimiento a seguir en caso de que un socio solicite la baja voluntaria de una cooperativa figura regulado con detalle tanto en la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, como en los Estatutos Sociales de la entidad demandada. De su análisis conjunto puede afirmarse que en este tipo de procedimientos existe la obligación por parte del Consejo Rector de adoptar dos acuerdos distintos y bien diferenciados: el primero de ellos, regulado en el artículo 28 de la Ley, es el que califica y determina los efectos de la baja solicitada, es decir, el que resuelve si puede considerarse o no justificada la misma y, además, atendiendo a esa calificación, enuncia las cantidades que deberán reflejarse en la futura liquidación de aportaciones (dicho de otro modo, determina los efectos económicos); el segundo acuerdo, contemplado en el artículo 82 de la Ley, es el que se ocupa de cuantificar los conceptos indicados previamente, una vez que se produce el cierre del ejercicio contable en el que se ha originado el derecho al reembolso como consecuencia de la baja. Pues bien, es precisamente el primero de los acuerdos, el de la calificación de la baja y la determinación de sus efectos, el que no fue impugnado por el solicitante de arbitraje en su día, motivo por el que adquirió firmeza por el mero transcurso del tiempo. 

En conclusión, debe respetarse en este momento la calificación que en su día efectuó el Consejo Rector de la baja solicitada al haber adquirido firmeza, siendo la misma no justificada.

QUINTO: Considerar la baja como no justificada conlleva unas determinadas consecuencias a la hora de determinar la cantidad a reembolsar al socio. Por tanto, lo que va a ser objeto de análisis en este momento es si en la liquidación practicada por parte del Consejo Rector se recogen de forma correcta la cuantificación de los conceptos dispuestos en la Ley de Cooperativas y en los Estatutos sociales de la entidad demandada.
En relación con lo anterior, el artículo 55.1 de los Estatutos Sociales dispone expresamente que, en los casos de baja o expulsión, el derecho de reembolso que le corresponde al socio por sus aportaciones obligatorias y voluntarias al capital social se producirá conforme a la liquidación que deberá practicarse “a partir del balance de cierre del ejercicio en el que se haya originado el derecho de reembolso”. Por otra parte, tal y como hemos visto anteriormente, el artículo 13.2 de los mismos estatutos establece que “el incumplimiento de los compromisos a que se refiere el artículo correspondiente a los “Compromisos de permanencia” dará lugar –entre otras cosas- “a que el socio haya de pagar, en concepto de daños y perjuicios, la parte proporcional de gastos generales que le hubiera correspondido hasta la finalización del compromiso de permanencia incumplido, incrementado en un 10% y calculado conforme a la media de participación del socio en la actividad cooperativizada durante los últimos cinco años anteriores o en el periodo inmediatamente anterior en caso de no llevar dicho periodo como socio”, añadiendo que el incumplimiento del referido compromiso no eximirá al socio de su posible responsabilidad frente a terceros ni de la que hubiera asumido con la cooperativa por inversiones realizadas y no amortizadas. 

Por otra parte, el artículo 82.2 de la Ley de Cooperativas dispone expresamente que, en el reembolso de las aportaciones obligatorias de los socios que solicitan su baja, se deducirán –en los supuestos de bajas injustificadas, como el que nos ocupa- en primer lugar las pérdidas imputables al socio; en segundo lugar las sanciones económicas que tuviera impuestas y no estuvieran satisfechas; en tercer lugar las obligaciones de pago que el socio tenga pendientes derivadas de su participación en la actividad cooperativizada; y por último, en cuarto lugar, se podrá establecer una deducción del 20% de las aportaciones obligatorias.

Se ha optado por transcribir los artículos anteriores tanto de la Ley como de los Estatutos debido a que, pese a encontrarnos en un procedimiento arbitral de equidad, no cabe otra interpretación que no sea la que se desprende de su estricto tenor literal. En consecuencia, a la vista de esos preceptos, como la baja se solicitó con fecha 22 de mayo de 2012, la liquidación correspondiente a las cantidades a reembolsar debe confeccionarse conforme a la situación económica reflejada en el balance correspondiente al ejercicio contable del año 2012. Pues bien, comprobemos si estas cantidades, que ya aparecían enunciadas en el acuerdo del Consejo Rector de fecha 7 de junio de 2012, figuran correctamente calculadas en la liquidación de fecha 23 de mayo de 2013 efectuada por el Consejo Rector. 

La primera cifra a tener en cuenta es la de la valoración de las aportaciones del socio, cantidad sobre la que se tendrían que ir aplicando, en su caso, las deducciones que hubiera que tener en consideración. En la liquidación que se impugna se fija la misma  en 3446,16 €, sin que conste en los distintos escritos de alegaciones que ha ido presentando el solicitante de arbitraje que la misma haya sido objeto de oposición. Por tanto, debe darse por buena en el presente Laudo y servir como base para efectuar el cálculo de la liquidación definitiva.

Respecto de las pérdidas que se le imputan al socio, es necesario decir que tampoco se cuestiona por parte del reclamante su existencia o no, sino que se alega que habría transcurrido el plazo legalmente establecido para que fueran reclamadas por parte de la cooperativa. En este sentido, el artículo 89.3 de la Ley 11/2010 establece que las pérdidas que se imputen a cada socio deberán satisfacerse, en el caso de que se haga mediante deducciones en sus participaciones sociales, dentro del ejercicio siguiente a aquel en que se hubiera producido. No obstante, consta incorporado a la contestación a la demanda como Documento número 11 un certificado del acuerdo adoptado por la Asamblea General el 29 de febrero de 2008, relativo a la imputación de pérdidas a cada socio, en el que se especifica el plazo en el que cada uno deberá satisfacerlas, fijándose para ello un período de 7 años y contemplando la posibilidad de que se pueda prorrogar hasta los diez, fórmula que resulta mucho más beneficiosa que la contemplada en la propia Ley de Cooperativas y que, por ese simple motivo, hay que concederle prevalencia sobre lo establecido en la Ley. Además, el acuerdo citado anteriormente disponía también que “una vez imputada la deuda a cada socio (…), la solicitud de baja de cualquiera de ellos, fuera cual fuera la calificación de la misma, supondrá el devengo anticipado de toda la cantidad imputada pendiente de abono”. Por tanto, si el acuerdo de imputación tuvo lugar el 29 de febrero de 2008, lógicamente no habían transcurrido aún los siete años previstos para que cada socio abonara sus correspondientes pérdidas en el momento en el que el socio solicitó su baja, lo que tuvo lugar el 22 de mayo de 2012. En consecuencia, debe considerarse correcta la primera cantidad deducida del valor de las aportaciones obligatorias que efectúa en Consejo Rector en su liquidación, consistente en 1587,53 € en concepto por pérdidas.

Nada que objetar a la siguiente deducción que practica el Consejo Rector, consistente en el 20% sobre el valor de las aportaciones obligatorias como consecuencia de calificar como no justificada la baja del socio, y que aparece regulada en el artículo 82.2 de la Ley de Cooperativas. De tal forma, si el valor de esas aportaciones ha quedado fijado en 3446,16 €, sería posible deducir la cantidad de 689,23 €, cifra a la que asciende el 20% referido.

La siguiente cantidad que figura como deducción en la liquidación que se impugna es la que regula el artículo 13.2 de los Estatutos Sociales, el cual establece la posibilidad de exigir una indemnización de daños y perjuicios al socio que solicita su baja voluntaria en aquéllos casos en los que se incumple el compromiso de permanencia, como ocurre en presente caso. De tal forma, el socio debería asumir la parte proporcional de los gastos generales que le correspondan, incrementada en un 10%, y calculada partiendo de la media de participación del socio en la actividad cooperativizada durante los últimos cinco años. Pues bien, teniendo en cuenta que durante la tramitación del procedimiento arbitral no se han cuestionado las cantidades relativas a los kilos de uva y de gastos generales reflejados en la liquidación, sino tan sólo los cálculos efectuados con objeto de determinar la media de participación en la actividad cooperativizada por parte del socio reclamante, hay que decir que, una vez repasados esos cálculos, los mismos son correctos, lo que supone que, efectivamente, la aportación de uva que realizó el socio durante los cinco años que se tomaron como referencia para hacer el cálculo suponían el 0,702% del total de kilos aportados a la cooperativa y que, además, su media de participación en el capital social durante esos mismos años ascendió a la que asimismo se indica en la liquidación impugnada, es decir, el 0,190%. Por tanto, aplicando estos porcentajes (calculados correctamente) a las cifras de gastos generales incluidas en la liquidación del Consejo Rector (que no han sido objeto de oposición) da como resultado que, efectivamente, el socio debería afrontar el pago de una indemnización de daños y perjuicios que asciende a la cantidad de 9272,04 €, y que se corresponde con la parte proporcional de gastos generales que debería asumir hasta la finalización de su compromiso de permanencia, del que restaban aún dos años, incrementada en un 10%. En otro orden de cosas hay que destacar que, aún si cabe, los cálculos efectuados por el Consejo Rector son más favorables al solicitante de arbitraje que los que resultarían de la aplicación literal del artículo 13.2 de los Estatutos porque éste habla sólo de proceder a la media de participación del socio en la actividad cooperativizada y, en cambio, en la liquidación se ha tenido en cuenta también la proporción con la que el socio participaba en el capital social de la entidad. 
Resta tan sólo por analizar la última de las deducciones recogidas en la liquidación y que responde al enunciado “Deducción deudas vinculadas a inversión”. En primer lugar hay que decir que la posibilidad de su exigencia deriva de lo previsto en el artículo 82.2.a) de la Ley 11/2010, de Cooperativas. El mismo dispone, entre las distintas cantidades a deducir del valor de las participaciones obligatorias del socio que solicita su baja, la parte proporcional que le corresponda de las deudas de la cooperativa vinculadas a inversiones realizadas y que estén pendientes de pago –atendiendo a su actividad cooperativizada-. En relación con lo anterior, consta en la hoja número 16 de la Memoria Abreviada del ejercicio contable en el que el socio solicitó su baja, que las deudas con entidades financiera vinculadas a inversiones ascienden a la cantidad de 1.632.788 € por lo que, aplicando a esta cantidad la parte proporcional que le corresponde al solicitante de arbitraje, resulta una cantidad de 7.282,23 €, coincidente con la reflejada en la liquidación que se impugna.

En consecuencia, debe concluirse que la liquidación practicada por el Consejo Rector es absolutamente correcta y legal, y que su resultado negativo se debe fundamentalmente a la alta cifra de endeudamiento que padece la cooperativa demandada.

Atendiendo a todo lo expuesto, el árbitro designado en este procedimiento, por la autoridad que le confiere el artículo 28 del Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, dicta el siguiente
LAUDO ARBITRAL
Debe desestimarse íntegramente la solicitud de arbitraje interpuesta por D. XXXXX contra la entidad mercantil XXXXX sobre impugnación de acuerdo de la Asamblea General de fecha 22 de agosto de 2013, por el que se ratificaba la liquidación de aportaciones sociales obligatorias practicada por el Consejo Rector con fecha 22 de mayo de 2013.


El presente Laudo Arbitral será eficaz desde su notificación a las partes contendientes, la cual se llevará a cabo a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, no cabiendo contra él recurso ordinario, pudiéndose interponer los recursos extraordinarios de anulación y revisión previstos en el Título VII de la Ley 60/2003, de Arbitraje. 

En Toledo, a 2 de Marzo de 2015
EL ÁRBITRO

FDO.: José Francisco Duchel Rubio
AR-15/2013
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